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Resolución 082/2024, de 30 de abril, de la Titular del Órgano Administrativo 

de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi / Euskal 

Autonomia Erkidegoko Kontratuen inguruko Errekurtsoen Administrazio 

Organoaren titularra, en relación con el recurso especial en materia de 

contratación interpuesto por LANGILE ABERTZALEEN BATZORDEAK 

L.A.B. contra los pliegos del contrato de “Servicio de revisión y reparación 

de las instalaciones contra incendios del Hospital Universitario Cruces y 

del Instituto Biocruces”, tramitado por Osakidetza. 

I.- ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 1 de diciembre de 2023 se presentó en el registro del 

Órgano Administrativo de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma 

de Euskadi / Euskal Autonomia Erkidegoko Kontratuen inguruko Errekurtsoen 

Administrazio Organoa (en adelante, OARC / KEAO) el recurso especial en 

materia de contratación interpuesto por LANGILE ABERTZALEEN 

BATZORDEAK L.A.B., contra los pliegos del contrato de “Servicio de revisión y 

reparación de las instalaciones contra incendios del Hospital Universitario 

Cruces y del Instituto Biocruces”, tramitado por Osakidetza.

SEGUNDO: El día 1 de diciembre este OARC / KEAO remitió el recurso al poder 

adjudicador y le solicitó, además de la copia del expediente de contratación, el 

informe al que se refiere el artículo 56.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 

Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico 

español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 

2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante, LCSP). Dicha 

documentación se recibió el 12 de diciembre.

TERCERO: No constan interesados en el recurso. 
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CUARTO: Con fecha 17 de abril de 2024, la Titular del OARC / KEAO dictó 

Resolución por la que resolvía la apertura de un periodo de prueba y se acordaba 

requerir a Osakidetza la siguiente documentación: 

(i) Contratos adjudicados bajo cualquier forma, modalidad o 

procedimiento, incluido el contrato menor, en los años 2008 o 

anteriores, y cuyo objeto sea Servicio de revisión y reparación de las 

instalaciones contra incendios del Hospital Universitario Cruces y del 

Instituto Biocruces.

(ii) En particular, se requieren las resoluciones de adjudicación, contratos 

formalizados, pliegos de cláusulas administrativas y de prescripciones 

técnicas y las correspondientes facturas.

La documentación requerida se recibió en el registro del OARC / KEAO el día 30 

de abril. El resultado de la prueba se resume en el Fundamento de derecho 

octavo de la presente Resolución.

II.- FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: Representación y legitimación

Consta en el expediente la legitimación de la recurrente y la representación de 

M.P.N., que actúa en nombre y representación de LANGILE ABERTZALEEN 

BATZORDEAK L.A.B.

SEGUNDO: Inclusión del contrato en el ámbito objetivo del recurso especial 

Según el artículo 44.1 a) de la LCSP, son susceptibles de recurso especial en 

materia de contratación los contratos de servicios cuyo valor estimado supere 

los 100.000 euros.

TERCERO: Impugnabilidad del acto 
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El artículo 44.2 a) de la LCSP señala que podrán ser objeto de recurso Los 

anuncios de licitación, los pliegos y los documentos contractuales que 

establezcan las condiciones que deban regir la contratación.

CUARTO: Interposición del recurso en tiempo y forma 

El recurso ha sido interpuesto en tiempo y forma. 

QUINTO: Régimen jurídico del poder adjudicador

En cuanto al régimen jurídico aplicable, Osakidetza, tiene la condición de poder 

adjudicador y, en concreto, de Administración Pública, según lo dispuesto en el 

artículo 3 de la LCSP.

SEXTO: Argumentos del recurso

Los motivos que fundamentan el recurso son, en síntesis, los siguientes:

a) En la memoria justificativa del expediente, en lo que respecta a la 

disponibilidad de medios propios y su afección en la prestación del servicio, se 

afirma que el objeto del contrato requiere que sea prestado por una empresa que 

debe contar con la autorización de la Delegación de Industria en la especialidad 

de mantenimiento en los epígrafes de las instalaciones objeto del expediente, lo 

cual es falso en parte, ya que la habilitación como empresa mantenedora no es 

necesaria para todas las actividades de mantenimiento que se pretenden 

contratar y, según el Real decreto 513/2017, de 22 de mayo, por el que se 

aprueba el Reglamento de instalaciones de protección contra incendios (en 

adelante, RD 513/217), hay una serie de actividades de mantenimiento 

obligatorias que pueden ser realizadas por personal propio sin necesitar de una 

habilitación como empresa mantenedora. 

b) La entidad impulsora reconoce en la cláusula 4.f) del Pliego de 

prescripciones técnicas (en adelante, PPT) que las tareas que pretende encargar 
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a la empresa adjudicataria pueden ser realizadas por personal propio entrando 

en clara contradicción con la memoria justificativa

c) En lo que respecta a la disponibilidad de medios humanos, el recurrente 

aporta un listado de la plantilla de la que dispone la OSI para ejecutar las 

prestaciones del contrato y, en relación con las listas de contratación, alega que 

en la categoría de Oficial de mantenimiento existen 398 profesionales que 

cumplen con las exigencias para acceder al puesto, en la de Técnicos medios 

de mantenimiento e instalaciones existen 277 profesionales y en la de auxiliares 

administrativos 5.000. Así, la entidad impulsora pretende contratar unos servicios 

para los que ya dispone de medios suficientes.

d) El contrato impugnado colisiona con el artículo 13 del Decreto 106/2008, 

de 3 de junio, que aprueba el acuerdo de la mesa sectorial de Sanidad del día 

14 de marzo de 2008 y es una ruptura del compromiso de no externalización 

adquirido por Osakdetza.

e) Finalmente, solicita la estimación del recurso declarando contrario a 

derecho tanto el anuncio como el Pliego de cláusulas administrativas particulares 

(PCAP) y el PPT.

SÉPTIMO: Alegaciones de Osakidetza

El poder adjudicador se opone al recurso con los siguientes argumentos:

a) En el caso que nos ocupa, ni se trata de un nuevo servicio ni se trata de una 

actividad que se haya realizado nunca, en nuestra organización, con recursos 

propios. No es un nuevo servicio puesto que el mantenimiento de las 

instalaciones contra incendios es algo que viene realizándose en la OSI desde 

su creación de acuerdo con las exigencias reglamentarias exigibles en cada 

momento. Dicho servicio siempre ha sido prestado por empresas externas no 

sólo especializadas sino acreditadas y/o habilitadas, conforme a la legislación 

vigente en cada momento, nunca con recursos propios de Osakidetza. En 

concreto y hasta la fecha, y tan sólo por citar el último expediente de contratación 

adjudicado sobre esta materia, el servicio lo ha prestado en la OSI la mercantil 
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SERVICIOS INDUSTRIALES Y BOMBEOS KELAN, S.L. como consecuencia de 

la adjudicación del expediente G/200/20/1/127/O661/0000/062019 “Servicio de 

Mantenimiento de las instalaciones contra incendios de la OSI Ezkerraldea 

Enkarterri Cruces” con contrato vigente desde el 01 de diciembre de 2019 hasta 

la actualidad. 

b) Alguna de las tareas podría realizarse con personal propio no acreditado o 

habilitado para ello, en el caso de que se contara con esos recursos, lo que 

actualmente no sucede tal y como se justifica en la memoria; pero, para las 

tareas más importantes del servicio, aquellas directamente relacionadas con 

algo tan sensible como la seguridad de las instalaciones hospitalarias, sí se 

requiere la acreditación como empresa mantenedora especializada. En cualquier 

caso, la sola posibilidad de que una parte de las prestaciones pudiera ser 

realizada con personal propio, no implica que su contratación con una empresa 

externa suponga una externalización del servicio si, como resulta acreditado en 

el caso que nos ocupa, este servicio venía prestándose ya mediante la 

contratación de empresas especializadas.

c) El compromiso adquirido por Osakidetza en el acuerdo de condiciones de 

trabajo pone el énfasis en la decisión de externalización, y esto se produce bien 

cuando un servicio que se venía prestando con medios propios es objeto de 

contratación externa o bien cuando se pretenda que un servicio de nueva 

creación sea realizado por empresas externas. Dicho de otro modo: no hay 

decisión de externalizar cuando se contrata con terceros prestaciones o servicios 

que, desde antiguo, ya estaban externalizados.

OCTAVO: Apreciaciones del OARC / KEAO

En síntesis, la recurrente plantea que los pliegos y el anuncio de licitación deben 

anularse por considerar que no está debidamente justificada la necesidad de la 

externalización habida cuenta de que Osakidetza dispone de personal propio 

capacitado para gestionar las labores especificadas en los pliegos y que se han 

infringido los acuerdos de negociación colectiva que limitan la externalización de 

servicios.
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Particularmente relevante para el objeto del recurso es la memoria del 

expediente, cuyo contenido, en lo que se refiere a la justificación de la necesidad 

del contrato y de la carencia o insuficiencia de medios externos, es el siguiente:

A la vista de lo anterior, de las alegaciones de los interesados y del resto de la 

documentación que consta en el expediente, se exponen las apreciaciones de 

este Órgano sobre la viabilidad de la pretensión.

1) De acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Supremo (TS), el 

requerimiento de la “debida justificación” del artículo 30.3 LCSP implica que 

la necesidad de contratación externa ha de probarse de forma cumplida y 

suficiente, no bastando con que se haga explícita referencia a que se dan 

los supuestos de hecho de la norma; además, es preciso que tales 

supuestos de hecho queden acreditados de manera suficiente. En 

particular, se exige la existencia de una prueba cumplida de la 

concurrencia de unos hechos, que es un nivel más riguroso de lo que se 

entiende ordinariamente por motivación (ver la sentencia del TS de 

3/11/2011, nº de recurso 2757/2009, ECLI:ES:TS:2011:7996). Por otro 

lado, la sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de 
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28/6/2018, nº 230/2018, ECLI:ES:TSJPV:2018:4209 (en adelante, 

“STSJPV 230/2018”) señala que la justificación debe ser especialmente 

estricta “…cuando ha asumido un claro compromiso de prestarlos a través de medios 

propios, y según sostienen los sindicatos recurrentes, cuenta con personal para llevarlos 

a cabo” (Fundamento de derecho quinto).

2) Desde un punto de vista formal, la justificación es adecuada, pues expone 

el contenido de la prestación, su finalidad y los condicionantes que han 

llevado al poder adjudicador a adoptar la decisión de contratar el servicio. 

En particular, se explica que se opta por la externalización porque se 

requiere que la prestación sea ejecutada por una “EMPRESA INSTALADORA 

Y MANTENEDORA DE INSTALACION DE PCI”.

3) En cuanto al fondo de las razones que sustentan la contratación, la 

recurrente alega que el poder adjudicador dispone de medios humanos 

suficientes para ejecutar el servicio sin necesidad de externalización y 

señala algunas contradicciones en la memoria. Por el contrario, este 

Órgano entiende que la justificación alegada por Osakidetza en la 

Memoria justificativa de la contratación y precisada en el informe de 

contestación al recurso, satisface los requisitos exigidos por el artículo 

30.3 LCSP. En especial, se observa lo siguiente:

- Las partes interesadas no discuten que una parte de la prestación, en 

concreto las actividades relativas a la tabla II del Anexo II del RD 

513/2017, ha de ser realizada por una empresa habilitada al efecto.

- La decisión del poder adjudicador de que la totalidad del servicio se 

realice por personal externo se trata de una opción válida en un 

contrato como el que nos ocupa en el que las prestaciones susceptibles 

de ser ejecutadas con personal propio guardan una relación de 

complementariedad con las que forzosamente deben ser 

externalizadas (tabla II del Anexo II del RD 513/2017).
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- Tal y como ha manifestado este Órgano anteriormente (ver, en este 

sentido sus Resoluciones 59/2024, 60/2024, 61/2024 y 62/2024), la 

carencia acreditada de “medios suficientes” a la que se refiere el 

artículo 30.3 LCSP como requisito previo de la contratación de servicios 

no puede entenderse como una obligación absoluta de las entidades 

públicas de asignar necesariamente el personal propio cualificado del 

que disponen a la ejecución de cualquier servicio que necesiten. Este 

argumento es asimismo extensible al personal del que disponga el 

poder adjudicador en sus listas de trabajo temporal.

4) En lo que respecta a la alegación del recurrente sobre el incumplimiento 

de los acuerdos de negociación colectiva en lo relativo a la no 

externalización de determinados servicios, este Órgano considera que 

debe ser desestimada por las siguientes razones:

- Este Órgano viene señalando que los Acuerdos de negociación 

colectiva que limitan la externalización de ciertos servicios son parte del 

“fondo parcialmente reglado” que el poder adjudicador debe respetar 

cuando ejerce su potestad discrecional de autoorganización para 

determinar si presta un servicio con sus propios medios o con medios 

ajenos. Consecuentemente, la posible infracción de dichos Acuerdos, 

cuya fuerza vinculante garantizan los artículos 32.2 y 38.10 del Estatuto 

Básico del Empleado Público (ver, por ejemplo, la Resolución 29/2017 

del OARC / KEAO) es parte del núcleo material de la discrecionalidad 

que puede ser objeto del control de legalidad atribuido al recurso 

especial (ver, por todas, la Resolución 212/2019 del OARC / KEAO).

- En la documentación aportada por el poder adjudicador en el periodo 

de prueba se deduce claramente que servicios análogos al que es 

objeto del contrato impugnado se han venido externalizando en la OSI 

desde antes del inicio de la vigencia de las limitaciones a la 

externalización impuestas por el Decreto 106/2008. En concreto, alega 

el Expediente nº G/200/20/1/0973/O661/0000/122000 cuyo objeto es 

MANTENIMIENTO DE INSTALACIONES CONTRA INCENDIOS 
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vigente desde el 01/04/2001 hasta el 31/03/2008 y adjudicado a 

Servicios Industriales y Bombeos KELAN, S.L. y el Expediente nº 

G/200/20/1/0110/O661/0000/012006 cuyo objeto es 

MANTENIMIENTO DE INSTALACIONES CONTRA INCENDIOS 

vigente desde el 01/04/2006 hasta el 31/03/2010 adjudicado a Servicios 

Industriales y Bombeos KELAN, S.L. Esta información facilitada por el 

poder adjudicador permite descartar razonablemente que nos hallemos 

ante un incumplimiento del acuerdo de negociación colectiva. A este 

respecto, es indiferente que el ámbito del contrato alegado por el poder 

adjudicador se circunscriba a una de las instalaciones de la OSI porque 

lo relevante es que a la fecha de la adopción del acuerdo invocado por 

la recurrente, el servicio estaba externalizado y, según se depende de 

su objeto, se trata del mismo servicio en sus rasgos definitorios (ver, en 

este sentido la STSJPV 49/2021, de 8 de febrero de 2021, 

ECLI:ES:TSJPV:2021:908). Además, esta circunstancia se ve avalada 

por la necesidad de que parte de las prestaciones que comprende el 

contrato deban ser ejecutadas por una empresa habilitada al efecto 

(artículo 14 del RD 513/2017).

Por todo lo expuesto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 46.1 de la 

LCSP y en la Disposición Adicional Octava de la Ley 5/2010, de 23 de diciembre, 

por la que se aprueban los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma 

de Euskadi para el ejercicio 2011, la Titular del Órgano Administrativo de 

Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi:

RESUELVE

PRIMERO: Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por LANGILE ABERTZALEEN BATZORDEAK (L.A.B.) contra los 

pliegos y el anuncio del contrato “Servicio de revisión y reparación de las 

instalaciones contra incendios del Hospital Universitario Cruces y del Instituto 

Biocruces”, tramitado por Osakidetza.
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SEGUNDO: Notificar este acuerdo a todos los interesados en este 

procedimiento.

TERCERO: Contra la presente resolución, ejecutiva en sus propios términos, 

solo cabe la interposición de recurso contencioso-administrativo (artículo 44.1 

Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, LJ) en 

el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a la notificación de la 

misma (artículo 46. 1 LJ), ante el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 

(artículo 10.1 k) LJ), de conformidad con el artículo 59.1 de la LCSP.

Vitoria-Gasteiz, 2024ko apirilaren 30a

Vitoria-Gasteiz, 30 de abrilde 2024


